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Defensoria

Provincia de Buenos Aires




                                                        La Plata,  12 de julio de 2017
VISTO, las facultades conferidas por el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la Ley 13.834, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, y
CONSIDERANDO
Que de acuerdo a lo establecido en el artículo 55 de la Constitución Provincial, el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes, ejerciendo su misión frente a los hechos u omisiones de la Administración Pública, Fuerzas de Seguridad, Entes Descentralizados o Empresas del Estado que impliquen el ejercicio ilegítimo, defectuoso, irregular, abusivo, arbitrario o negligente de sus funciones. Supervisa la eficacia de los Servicios Públicos que tenga a su cargo la Provincia o sus empresas concesionarias. Desarrolla su actividad con plena autonomía funcional y política, y determina que una ley especial regulará su organización y funcionamiento.
Que la Defensoría del Pueblo es una Institución de garantías, que desarrolla su función concientizando a los habitantes de la provincia en cuanto a la titularidad de los derechos que les asisten, a la vez vela por el efectivo goce de los mismos.
Que como organismo de protección y promoción de derechos humanos, la Defensoría del Pueblo propicia desde sus inicios la participación y el compromiso por parte de los habitantes de la Provincia ya sea tanto en forma individual como a partir de las organizaciones sociales que se constituyen para evitar, y –de ser necesario - reparar la vulneración de  derechos.
Que el ámbito de la defensa de los consumidores, es uno de los cuales más se ha extendido el asociacionismo, desarrollando dichas organizaciones numerosas acciones colectivas que permitieron difundir derechos, poner en conocimiento situaciones de violación de las leyes, modificar situaciones vulneradoras de derechos y lograr la reparación de los intereses económicos del conjunto de la sociedad.
Que en la Reforma constitucional de 1994, incorporó en el Articulo 42, la defensa y protección de los derechos de los consumidores   y en su segundo párrafo, expresa “…Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios…”                                                                                                
Que una expresión similar, contempla el Articulo 38 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, cuando dice que “…La Provincia proveerá a la educación para el consumo, al establecimiento de procedimientos eficaces para la prevención y resolución de conflictos y promoverá la constitución de asociaciones de usuarios y consumidores.”

Que previamente, -en el año 1993- se sancionó la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor, que en el CAPITULO XIV, DE LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES, (art. 55 a 58) regula el accionar de estas organizaciones con reconocimiento constitucional.
Que es válido destacar que el artículo 55, expresa “Legitimación. Las asociaciones de consumidores y usuarios constituidas como personas jurídicas reconocidas por la autoridad de aplicación, están legitimadas para accionar cuando resulten objetivamente afectados o amenazados intereses de los consumidores o usuarios, sin perjuicio de la intervención de éstos prevista en el segundo párrafo del artículo 58 de esta ley. Las acciones judiciales iniciadas en defensa de intereses de incidencia colectiva cuentan con el beneficio de justicia gratuita.”
Que el articulo 56, manifiesta “Autorización para Funcionar. Las organizaciones que tengan como finalidad la defensa, información y educación del consumidor, deberán requerir autorización a la autoridad de aplicación para funcionar como tales. Se entenderá que cumplen con dicho objetivo, cuando sus fines sean los siguientes:
a) Velar por el fiel cumplimiento de las leyes, decretos y resoluciones de carácter nacional, provincial o municipal, que hayan sido dictadas para proteger al consumidor;
b) Proponer a los organismos competentes el dictado de normas jurídicas o medidas de carácter administrativo o legal, destinadas a proteger o a educar a los consumidores;
c) Colaborar con los organismos oficiales o privados, técnicos o consultivos para el perfeccionamiento de la legislación del consumidor o materia inherente a ellos;
d) Recibir reclamaciones de consumidores y promover soluciones amigables entre ellos y los responsables del reclamo;
e) Defender y representar los intereses de los consumidores, ante la justicia, autoridad de aplicación y/u otros organismos oficiales o privados;
            f) Asesorar a los consumidores sobre el consumo de bienes y/o uso de servicios, precios, condiciones de compra, calidad y otras materias de interés;
g) Organizar, realizar y divulgar estudios de mercado, de control de calidad, estadísticas de precios y suministrar toda otra información de interés para los consumidores. En los estudios sobre controles de calidad, previo a su divulgación, se requerirá la certificación de los mismos por los organismos de contralor correspondientes, quienes se expedirán en los plazos que establezca la reglamentación;
h) Promover la educación del consumidor;
i) Realizar cualquier otra actividad tendiente a la defensa o protección de los intereses del consumidor.”
Que estas menciones al movimiento de los consumidores, no es otra cosa que el reconocimiento legislativo a estos grupos organizados que actúan con criterio independiente, apolítico y sin fines de lucro cuya actividad principal está encaminada a educar, informar, orientar, proteger y defender los intereses de los consumidores y usuarios.
Que coincidimos con Carlos Tambussi, en su libro “El consumo como Derecho Humano”, cuando en la pág. 94, bajo el titulo Derecho a constituir asociaciones de consumidores, expresa “…Su función se resume en velar por el cumplimiento de las disposiciones legales, normas y reglamentos que protegen al consumidor, y colaborar en la formulación de propuestas técnicas, legislativas y de organización, tanto del servicio en sí mismo como de la actividad de control…Una organización de consumidores es una entidad de fines sociales, democrática y autónoma, dirigida a la defensa y promoción de los derechos del consumidor. En razón de sus objetivos, las organizaciones deben ser portavoces de los problemas cotidianos de la ciudadanía…”
Que consideramos, y en esto también coincidimos con el autor citado, que para abordar estas materias, deben ser una entidad profesional y competente, con capacidad propositiva y asumir responsabilidades de representación ante entidades reguladoras, empresas, instituciones y otros organismos, a fin de promover y proteger los derechos de los consumidores “…en esta función no han de actuar aisladamente, siendo necesario que establezcan relaciones con otras entidades sociales, gremiales, académicas y  otras que amplíen su horizonte de trabajo, estableciendo relaciones de cooperación para el logro de objetivos comunes…”
Que en el Manual de Derecho del Consumidor, cuyo coordinador es el Dr. Dante Rusconi, encontramos en su página 106, bajo el título “3.1. El derecho de organización y participación”, una referencia a esta cuestión cuando expresa “…El derecho de organización y el de participación se encuentran estrechamente vinculados, puesto que uno no tiene sentido sin el otro. De nada sirve que los consumidores se encuentren organizados en grupos representativos e institucionalizados si los intereses del grupo no son contemplados  en los distintos ámbitos que les atañen…Sería un yerro pretender la espontaneidad de la organización de los consumidores o que ella provenga únicamente de iniciativas de la clase, puesto que se trata de un grupo naturalmente heterogéneo y desorganizado. En estas circunstancias serán las autoridades las que deberán favorecer la materialización de estos derechos por medio de…b) el aseguramiento de la efectiva participación de estas entidades consagrando canales formales al efecto…”  
Que coincidiendo en estas cuestiones es que convocamos  a todas las ONG con representación y actuación en el ámbito de  la Provincia de Buenos Aires, a constituir un Consejo Consultivo de  Consumidores, como un organismo permanente de asesoramiento, consulta y acción conjunta de esta Defensoría del Pueblo.
Que el día 21 de Junio se realizó la Reunión Constitutiva del citado Consejo, de la cual participaron y adhirieron numerosas Asociaciones de Consumidores de la Provincia.
Que entre los diversos temas que se trataron en dicha reunión, para el trabajo conjunto a corto,  mediano y largo plazo, estuvo la  actual situación de la Autoridad de Aplicación de la Ley de Defensa de los Consumidores en la Provincia de Buenos Aires, destacándose como importante el pase de dicha autoridad a la órbita del Ministerio de  Justicia, pero lamentando que a pesar de dicha decisión nunca se nombraron las autoridades correspondientes.
Que esta situación quedo estipulada al votarse la Ley 14853,  de ministerios, por parte de la Legislatura Provincial,  el 30 de noviembre de 2016, ya que el ARTÍCULO 24, señala “Corresponde al Ministerio de Justicia asistir al Gobernador en todo lo inherente a las materias que se enuncian a continuación:
1. El ejercicio de los derechos, principios y garantías constitucionales.
2. Política de justicia, procedimientos judiciales y medios alternativos de resolución de conflictos.
3. Vinculación con el Consejo de la Magistratura.
4. Las personas jurídicas.
5. El Servicio Penitenciario.
6. El régimen notarial y de designación de Escribanos.
7. Las políticas de transparencia y fortalecimiento institucional.
8. Régimen institucional de las profesiones.
9. Las políticas de acceso a la Justicia y asistencia a la víctima.
10. El registro de antecedentes judiciales.
11. Lo referido a la defensa del consumidor…”
Que el Decreto 1577/16, aprueba la estructura orgánico-funcional del Ministerio de Justicia y en su Articulo 12 expresa: “…Absorber del Ministerio de la Producción. Junto con sus correspondientes acciones, plantas de personal, créditos presupuestarios, recursos económicos, financieros y materiales y cuentas especiales, el Departamento de Orientación al Consumidor, que actualmente depende de la Dirección Provincial de Comercio de la Subsecretaria de Insutria, Comercio y MIneria. Dicho Departamento pasará a depender de la –direeción de Defensa del Consumdor del Ministerio de Justicia (Anexo 6)…”
             Que respecto al cambio de la ubicación de la Autoridad de Aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor, lo consideramos trascendente, porque coincidimos con el Dr. Dante Rusconi cuando en su Manual de Derecho del Consumidor, Capitulo XIII, bajo el título “Independencia política, jurídica y económica: el replante de su ubicación dentro de áreas económicas de la Administración” (Pág. 540) expresa “…Hemos resaltado, cada vez que tuvimos la oportunidad de hacerlo, que es vital en nuestro país una profunda restructuración del ejercicio de las competencias y atribuciones relacionadas con la legislación de protección de consumidores y usuarios,. No caben dudas de que mientras esta función esté asignada a organismos, cualesquiera sea su rango o jerarquía dependientes de áreas económicas, la protección estatal en la materia estará condenada al fracaso y, en el mejor de los casos, dependerá de arrestos individuales de algún funcionario, o de que la coyuntura indique que en determinado momento es políticamente conveniente defender a los consumidores…”
Que continua diciendo “…debe dotarse a los organismos estatales encargados de brindar protección a consumidores y usuarios de autonomía, jurídica,  presupuestaria y  política. Así ocurre en los países más exitosos en la materia: en España, con el Instituto Nacional del consumo dependiente del Ministerio de Sanidad y Consumo; en México, con la Procuraduría Federal del Consumidor, organismo especializado y descentralizado; o en Brasil, donde el Departamento de Protección y Defensa del Consumidor funcionan dentro del Ministerio de Justicia y a la vez existe un Ministerio Publico que cuenta con promotorías especializadas, entre otros modelos a seguir...”
Que todas las asociaciones presentes coincidieron en la importancia de dicho cambio pero también en la necesidad de reclamar al Poder Ejecutivo Provincial, el inmediato nombramiento de los funcionarios  correspondientes para llevar adelante la inmensa tarea que tiene la Autoridad de Aplicación de la Ley 24.240.
Que otro tema que generó un importante intercambio de opiniones entre los presentes en la Reunión Constitutiva estuvo ligado al mal funcionamiento de muchas Oficinas Municipales de Información al Consumidor existentes, debido a  la carencia de los recursos humanos y presupuestarios necesarios para su buen desempeño, como así también la  falta de creación del organismo que continúe el trámite hasta su finalización, no existiendo quien concrete actos de autoridad –medidas preventivas, sanciones, etc. – para ejercer correctamente la función de control en materia de relaciones de consumo a nivel municipal.
Que también se debatió acerca del alto número de municipios que sigue sin cumplir con la exigencia emanada de la Ley 13.133, respecto a la creación de la estructura administrativa para brindar información, orientación y educación al consumidor, dejándolos  en un alto grado de indefensión y vulnerabilidad.
Que la citada Ley Provincial, es clara en el TITULO IX
DE LOS MUNICIPIOS, que en los Artículos 79, 80 y 81 señala: “ARTÍCULO 79: Los Municipios ejercerán las funciones emergentes de esta Ley; de la Ley Nacional de Defensa del Consumidor, y de las disposiciones complementarias, de conformidad con los límites en materia de competencias y atribuciones. ARTÍCULO 80: Los Municipios serán los encargados de aplicar los procedimientos y las sanciones previstos en esta Ley, respecto de las infracciones cometidas dentro de los límites de sus respectivos territorios y con los alcances establecidos en este artículo. Las sanciones que apliquen los Municipios tendrán el efecto previsto en el artículo 70. ARTÍCULO 81: Corresponde a los Municipios:
a) Implementar el funcionamiento de un organismo o estructura administrativa que se encargará de ejecutar las funciones emergentes de esta ley. A tal efecto, podrán crearse estructuras administrativas u organismos especializados, o asignárselas a organismos ya existentes con potestades jurisdiccionales sobre cuestiones afines.
b) Instrumentar la estructura correspondiente a la instancia del procedimiento y a la etapa resolutiva, cada una de las cuales tendrá un funcionario competente a cargo.
c) Deberán asimismo capacitar a su personal y cuerpo de inspectores.
d) Confeccionar anualmente estadísticas que comprenderán las resoluciones condenatorias contra proveedores de productos y servicios; los casos de negativa a celebrar acuerdos conciliatorios, y los incumplimientos de los acuerdos celebrados. Las estadísticas deberán ser divulgadas pública y periódicamente y elevadas a la Autoridad de Aplicación.
e) Facilitar la tarea del Organismo Municipal encargado de aplicación de las funciones y atribuciones que les acuerda esta ley, creando tantas Oficinas Municipales de Información al Consumidor como lo consideren necesario, teniendo en cuenta sus características demográficas y geográficas.
Las Oficinas Municipales tendrán las siguientes funciones:
Prestar asesoramiento y evacuar consultas a los consumidores y usuarios.
Brindar información, orientación y educación al consumidor.
Fomentar y facilitar la creación y actuación de asociaciones locales de consumidores.
Efectuar controles sobre productos y servicios, en la medida que sean compatibles con el régimen de competencias municipal, y en su caso, elevar las actuaciones al organismo municipal de aplicación para la sustanciación del procedimiento pertinente.
Recibir denuncias de los consumidores y usuarios.
Fijar y celebrar conciliaciones entre el denunciante y la empresa denunciada.
Elevar las actuaciones al organismo municipal de aplicación en el caso que fracase la conciliación, o para su homologación.
Propiciar y aconsejar la creación de normativa protectiva de los consumidores en el ámbito de competencia municipal teniendo en cuenta la problemática local o regional.
Colaborar con el Gobierno Municipal en la difusión de las campañas de educación y orientación al consumidor.
Asistir al organismo municipal en todo lo que esté a su alcance…”
Que resulta imperioso solicitar a los municipios que ya cuentan con  la Oficina Municipal de Información al Consumidor, que brinden e incorporen todos los recursos humanos y presupuestarios necesarios para que dicha dependencia pueda cumplir con el objetivo propuesto por la Ley.
Que en aquellas Municipalidades donde aún no se ha creado la estructura administrativa para la defensa de los consumidores es imprescindible solicitarle al Departamento Ejecutivo que cumpla  con lo establecido en el Artículo 81 de la Ley 13133.
    Que en función de lo normado por el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y el espíritu de la Ley 13.834, resulta de interés para el Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, hacer notar estas situaciones irregulares, para que a la brevedad se subsanen, en beneficio de los ciudadanos de nuestra provincia
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTÍCULO 1º: RECOMENDAR al Poder Ejecutivo Provincial que en forma inmediata disponga todas las medidas administrativas y presupuestarias necesarias, a efectos de poner en funciones a los agentes que se harán cargo de la Dirección Provincial de Defensa del Consumidor en la órbita del Ministerio de Justicia, tal cual lo estipula la Ley de Ministerios N°14853 y el Decreto 1577 en su Artículo 12.
ARTÍCULO 2º: RECOMENDAR a las Municipalidades que en la actualidad cuentan con la estructura administrativa para brindar información, orientación y educación al consumidor, 
que doten a la misma de todos los recursos humanos, administrativos y presupuestarios correspondientes para tener un adecuado funcionamiento y ofrecer a la consumidores una herramienta que evite la vulneración de sus derechos y/o implementar la etapa resolutiva en el caso que no lo hayan hecho, la que deberá estar a cargo de un funcionario designado a tal fin, con suficiente especialización técnica, independencia e imparcialidad.
ARTICULO 3°: RECOMENDAR a las Municipalidades que aún no han creado la estructura administrativa para la defensa de los consumidores, que resulta imprescindible que dispongan todas las medidas conducentes a dar cumplimiento con lo con lo establecido en el Artículo 81 de la Ley 13133 y/o implementar la etapa resolutiva en el caso que no lo hayan hecho, la que deberá estar a cargo de un funcionario designado a tal fin, con suficiente especialización técnica, independencia e imparcialidad.
ARTÍCULO 4°: Registrar, y notificar. Cumplido, archivar.
RESOLUCION N° 54/17


